NULIDAD INCIDENTE DE DESACATO/ Inadecuada notificación de los funcionarios involucrados en el trámite   
“(…) desde el requerimiento previo, pasando por la apertura del incidente, hasta la providencia que dictó la sanción que se revisa, todas estas decisiones fueron notificadas a los accionados al correo electrónico del señor `JULÍAN DAVID LÓPEZ GÓMEZ´, sin que haya manera de colegir que de ese mensaje y su archivo adjunto hubiesen tenido conocimiento los funcionarios contra quienes se dirigió el incidente (…)”
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Sería del caso resolver la consulta del auto proferido por el Juzgado Promiscuo del Circuito de Quinchía, el pasado 28 de enero, por medio del cual se sancionó a Gladis Celeide Prada Pardo, en calidad de Directora de Registro y Gestión de la Información de la Unidad para la Atención y Reparación Integral a las Víctimas UARIV, Luis Alberto Donosso Rincón como Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la misma entidad, y a Paula Gaviria Betancur, como superiora, con dos (2) días de arresto y multa de un (1) salario mínimo legal mensual vigente, por haber incumplido la orden impartida en la sentencia del 28 de octubre del 2015, en la acción de tutela que contra dicha entidad inició Edith Carolina Osorio García. Pero ello no será posible por lo que pasa a verse: 
En el fallo aludido el Juzgado resolvió conceder la tutela invocada por Edith Carolina Osorio García en torno al derecho de petición y le ordenó a la entidad demandada que en un término de cinco (5) días le respondiera de fondo la solicitud por ella elevada el 20 de agosto de 2015. Ante la manifestación de la interesada sobre el incumplimiento, se abrió el respectivo incidente contra los funcionarios de la UARIV, Gladis Celeide Prada Pardo, Luis Alberto Donoso Rincón y Paula Gaviria Betancur; como no se obtuvo respuesta, vino la aludida sanción, que ahora se consulta.





Como viene de decirse, para el cumplimiento de la sentencia de tutela dictada el 28 de octubre de 2015, en el trámite del desacato se requirió previamente a Gladys Celeide Prada Pardo y Luis Alberto Donoso Rincón, como Directora Técnica de Registro y Gestión de la Información y Jefe de la Oficina Asesora Jurídica de la Unidad de Atención y Reparación Integral a las Víctimas, respectivamente, al igual que a Paula Gaviria Betancur, como su superiora, y en vista del silencio por parte de los funcionarios, se procedió a abrir el desacato y sancionarlos con dos días de arresto y multa de un salario mínimo legal mensual vigente.
Allí, en ese proceder, se advierten varias cosas que impiden a la Sala mantener la actuación, porque no obstante la evidente urgencia que se tiene de que a Edith Carolina Osorio García, se le resuelva su petición sobre la situación de su señora madre como víctima, tanto más cuando en este caso ya hay de por medio una sentencia que amparó un derecho fundamental y ordenó una actuación específica, no puede pasar la Sala desapercibido que a los sancionados se les tienen que comunicar en debida forma las decisiones tomadas en el trámite incidental con el fin de ejercer el derecho de defensa que les incumbe.

En efecto, desde el requerimiento previo, pasando por la apertura del incidente, hasta la providencia que dictó la sanción que se revisa, todas estas decisiones fueron notificadas a los accionados al correo electrónico del señor “JULÍAN DAVID LÓPEZ GÓMEZ”, sin que haya manera de colegir que de ese mensaje y su archivo adjunto hubiesen tenido conocimiento los funcionarios contra quienes se dirigió el incidente, para dar cabal cumplimiento a lo que manda el artículo 16 del Decreto especial 2591 de 1991, que prevé:
  


“Notificaciones. Las providencias que se dicten se notificarán a las partes o intervinientes, por el medio que el juez considere más expedito y eficaz.”





Y es que, a su vez, el Decreto 306 de 1992 en su artículo 5º dispone que:

   


“DE LA NOTIFICACION DE LAS PROVIDENCIAS A LAS PARTES. De conformidad con el artículo 16 del Decreto 2591 de 1991 todas las providencias que se dicten en el trámite de una acción de tutela se deberán notificar a las partes o a los intervinientes. Para este efecto son partes la persona que ejerce la acción de tutela y el particular, la entidad o autoridad pública contra la cual se dirige la acción de tutela de conformidad con el artículo 13 del Decreto 2591 de 1991. 

  


El juez velará porque de acuerdo con las circunstancias, el medio y la oportunidad de la notificación aseguren la eficacia de la misma y la posibilidad de ejercer el derecho de defensa.”

  



Esto, indefectiblemente, deja entrever la obligación legal de enterar efectivamente a todos aquellos quienes hacen parte de un extremo u otro dentro del trámite respectivo, máxime a quien se conmina al cumplimiento que se deriva de la protección de un derecho fundamental, de todas aquellas providencias que se susciten alrededor del mismo, y con más ahínco, por supuesto, de la que tenga que ver con el desacato, pues no se puede olvidar que este trámite desemboca en una sanción pecuniaria y de arresto, por lo que la protección del derecho de defensa en estos trámites debe ser mucho más riguroso debido a la subjetividad que lo caracteriza.
 



Esa falta de certeza acerca del real enteramiento de las providencias dictadas dentro de esta clase de acciones por cualquier medio idóneo al directamente solicitante, accionado, coadyuvante o a quien agencie o apodere a determinada persona, constituye una irregularidad insalvable como actuación procedimental e ineludible que tenía que esclarecerse en primera instancia, la que no es posible remediar en esta sede, atendiendo el carácter funcional que no se puede pasar por alto ante un eventual pronunciamiento de inconformidad respecto a todo el trámite de primer grado por parte de quienes, se repite, no existe claridad, si fueron notificados en legal forma.
No se puede sostener que por el hecho de que en cada una de las constancias de notificación electrónica realizadas a los funcionarios aparece una nota de confirmación del recibido del correo
, con eso quede subsanada la irregularidad detectada, pues si se observa, fue precisamente confirmada por el señor “Julián David López Gómez”, persona que es a la que se le envió el mensaje de datos, pero queda en el vacío si ese correo fue en realidad recibido por los funcionarios a los cuales se sancionó, de eso no existe prueba alguna. 
No se olvide, en todo caso, que la sanción por desacato parte de una responsabilidad subjetiva, como bien lo ha señalado la jurisprudencia constitucional
.  Es decir, que se trata de un mecanismo tendiente más a garantizar el cumplimiento de una orden de tutela, que a imponer sanciones al agente que la omite. Precisamente por esa subjetividad que se pregona del incumplimiento, es que la orden de acatar el fallo de tutela y la sanción en el desacato, deben recaer en quien realmente es la persona encargada legalmente de satisfacer la obligación, y para que ello sea así no solo debe estar individualizada, sino que también tiene que encontrarse debidamente notificada con el fin de que pueda ejercer el derecho de defensa y se respete el debido proceso del obligado. 

  



En consecuencia, como el Juzgado durante todo el trámite incidental realizó una indebida notificación a los funcionarios sancionados, pues los enteró del proceso por conducto de un tercero que no se conoce si les hizo llegar los comunicados, y luego debido al silencio los sancionó, tal actuación tiene que ser declarada nula a partir del momento en que se surtió la notificación del auto del 1º de diciembre de 2015 (Fl. 9, C. 1), a los funcionarios de la Unidad para la Atención de Víctimas UARIV, señores Gladis Celeide Prada Pardo, Luis Alberto Donoso Rincón y Paula Gaviria Betancur, vinculados dentro de este desacato. 
En mérito de lo dicho, la Sala Civil-Familia Unitaria del Tribunal Superior de Pereira, declara la nulidad de lo actuado en primera instancia, a partir del momento en que se surtió la notificación del auto del 1º de diciembre de 2015 (Fl. 9, C. 1), a los funcionarios de la Unidad para la Atención de Víctimas UARIV, señores Gladis Celeide Prada Pardo, Luis Alberto Donoso Rincón y Paula Gaviria Betancur, vinculados dentro de este trámite incidental. 

El Juzgado deberá retomar el trámite del incidente, atendiendo lo dicho en la parte motiva.

Notifíquese esta decisión a las partes por el medio más expedito.

El Magistrado,

JAIME ALBERTO SARAZA NARANJO

� Fls. 11, 12, 13, 15, 16, 17, 20, 21, 2225, 26, 27, 32, 33, 34, C. 1


� Sentencia T-191de 2009. 





